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ESFUERZOS PARA LIMITAR Y
CONTROLAR LA

DISPONIBILIDAD DE ARMAS*

CCOMITÉOMITÉ I INTERNACIONALNTERNACIONAL  DEDE  LALA C CRUZRUZ R ROJAOJA

A. A nivel mundialA. A nivel mundial

1. Naciones Unidas

La cuestión del tráfico de armas a
nivel mundial se incluyó por pri-
mera vez en el programa de las
Naciones Unidas en 1962, pero,
durante los 25 años siguientes, la
cuestión siguió siendo práctica-
mente tabú. En la primera
resolución de la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas (A/RES/
43/75) sobre transferencia de ar-
mas, aprobada en 1988, se
exhortaba al Secretario General de
las Naciones Unidas a estudiar
medidas para promover la trans-
parencia en la transferencia de los
grandes sistemas de armas con-
vencionales. Como resultado de
este estudio, desde comienzos de
1992, se lleva un Registro de Ar-
mas Convencionales de las
Naciones Unidas (transferencias,
producción y existencias). Ahora
bien, el Registro de las Naciones
Unidas sólo abarca la transferen-
cia de algunos grandes sistemas de
armas convencionales, y tiene por
objeto señalar las acumulaciones
excesivas y desestabilizadoras de
armas. Aunque sólo 92 Gobiernos
sometieron datos en 1997, se con-
sidera que se dio información sobre
casi todas las transferencias de los
sistemas registrados, sea por parte
del país exportador, sea por parte
del país importador o de ambos.

Tras la segunda Guerra del Golfo,
el presidente Bush exhortó a los cin-
co miembros permanentes del
Consejo de Seguridad de las Na-
ciones Unidas a que observaran un
código general de transferencias de
armas sobre la base de una acti-
tud responsable. A finales de ese
año, los cinco países comenzaron
una serie de reuniones para estu-
diar la posibilidad de coordinación
de las políticas de transferencia de
armas en relación con el Oriente
Medio. Hubo desacuerdos, princi-
palmente entre China y los otros
cuatro miembros, por lo que res-
pecta a la necesidad de un enfoque
mundial en lugar del enfoque re-
gional y por lo que atañe a la
presentación de informes retrospec-
tivos en contraposición a las
consultas previas sobre transferen-
cias. Sin embargo, se aprobaron
directrices que incluían, entre otras
cosas, la necesidad de
concertación para evitar las trans-
ferencias que podrían a) prolongar
o agravar un conflicto armado, o
b) aumentar las tensiones o la ines-
tabilidad en una región. Las
conversaciones fueron suspendidas
por China tras la decisión de los
Estados Unidos, en 1992, de ven-
der aviones de ataque con
tecnología moderna a Taiwán, y no
se han reanudado.

En enero de 1995, en un mensaje
al Consejo de Seguridad de las
Naciones Unidas, el entonces se-

cretario general Boutros Boutros-
Ghali declaró: «A los progresos
registrados desde 1992 en la esfe-
ra de las armas de destrucción
masiva y de los grandes sistemas
de armamentos deben seguir pro-
gresos paralelos en lo que se refiere
a armas convencionales, en  par-
ticular las armas ligeras... Se
tardará mucho en encontrar solu-
ciones efectivas, pero estoy
firmemente convencido de que la
búsqueda debe empezar ya, y me
propongo participar plenamente
en ese empeño»1. El Secretario
General acuñó el término
«microdesarme» para destacar la
necesidad de tomar medidas en
este ámbito.

Tras el llamamiento de Boutros
Boutros-Ghali, las Naciones Uni-
das publicaron dos importantes
estudios acompañados de reco-
mendaciones para la acción. La
Comisión de Prevención del Delito
y Justicia Penal del Consejo Eco-
nómico y Social (ECOSOC)
publicó, en 1997, un estudio in-
ternacional sobre el control de las
armas de fuego, municiones y ex-
plosivos, e hizo recomendaciones
a fin de combatir su tráfico ilícito.
A esta publicación siguió, en abril
de 1998, una resolución por la que
la Comisión recomienda a los Es-
tados que se esfuercen por elaborar
un instrumento internacional con
fuerza obligatoria «para combatir
la fabricación y el tráfico ilícitos de
armas de fuego, sus partes y com-
ponentes y municiones»2. Las
negociaciones comenzaron a prin-
cipios de 1999.

En un segundo estudio, publicado
en 1997, un Grupo de Expertos
Gubernamentales sobre armas por-
tátiles presentó un examen general

* Este artículo fue publicado originalmente en la revista del Comité Internacional de la Cruz Roja, cuyos derechos de autor
detenta el mismo. El Comité Internacional de la Cruz Roja ha otorgado a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de
México, el permiso correspondiente para reproducirlo en este número del Órgano Informativo. Tomado de «La disponibilidad
de armas y situación de la población civil en los conflictos armados», 1 de junio de 1999. Para mayor información consultar
la página web http://www.icrc.org.

1. 65 Memoria del Secretario General sobre la Labor de la Organización: Suplemento de «Un Programa de Paz» A/50/60, 25 de
enero de 1995, párr. 4.

2. Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, Doc. E/CN.15/1998/L.6/Rev.1, 28 de abril de 1998, p.18, párr. 4.
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de las causas y los efectos de las
acumulaciones excesivas de armas
para uso militar y de armas lige-
ras, en el que se exponen sus
formas de transferencia a regiones
afectadas por tensiones o inestabi-
lidad. Como introducción a este
estudio, el secretario general de las
Naciones Unidas, Kofi Annan, de-
claró: «Si bien las armas pequeñas
y las armas ligeras no son de por
sí la causa de los conflictos en los
cuales se utilizan, su proliferación
repercute en la intensidad y la du-
ración de la violencia y alienta la
beligerancia en lugar de la solu-
ción pacífica de las diferencias no
resueltas. Quizás lo más deplora-
ble es que observamos un círculo
vicioso en el que la inseguridad
conduce a una mayor demanda de
armas, que a su vez engendra
mayor inseguridad, y así sucesiva-
mente»3.

El Grupo de Expertos también ela-
boró una serie detallada de
recomendaciones para reducir e
impedir esas acumulaciones
desestabilizadoras de armas; esas
recomendaciones fueron ratificadas
por la Asamblea General de las
Naciones Unidas en su período de
sesiones de 1997. La Asamblea
también encomendó a un segun-
do grupo ampliado de expertos, en
el que se incluye a representantes
de todos los miembros permanen-
tes del Consejo de Seguridad, que
examinara la aplicación de esas re-
comendaciones, que estudiara la
posibilidad de incluir medidas adi-
cionales, en particular medidas de
control para las municiones, y que
examinara la pertinencia de cele-
brar una conferencia internacional
sobre la proliferación de armas por-
tátiles y armas ligeras. El informe
sobre las conclusiones de este Gru-

po de Expertos está previsto para
finales de 1999.

Las Naciones Unidas han comen-
zado a verificar la aplicación de
varios embargos internacionales
sobre transferencias de armamen-
tos a zonas en conflicto. Como se
observa en la Sección II, una Co-
misión Internacional de
Investigación (Ruanda) examinó,
en 1996, 1997 y 1998, las acusa-
ciones de violación de los
embargos de 1994 del Consejo de
Seguridad sobre las transferencia
de armas a Ruanda y a las fuerzas
armadas del antiguo Gobierno de
Ruanda, en la región africana de
los Grandes Lagos. La Comisión
observó que no existen «tratados ni
instrumentos de control internacio-
nales para regular la proliferación
de armas pequeñas, como ocurre
en el caso de otras armas» y ex-
hortó a los Estados proveedores a
que no transfieran esas armas a
entidades no estatales o a empre-
sarios privados4.

Más recientemente, en una decla-
ración en nombre del Consejo de
Seguridad de las Naciones Unidas,
el 12 de febrero de 1999, su presi-
dente señaló5 «el efecto pernicioso
de la proliferación de las armas,
en particular las armas pequeñas,
para la seguridad de los civiles» y
reiteró la importancia de que los
Estados productores y exportadores
«limitaran las transferencias de ar-
mas que pudieran provocar
conflictos armados o prolongarlos
o agravar las tensiones o los con-
flictos armados existentes en
África». En su declaración el presi-
dente expresó la preocupación del
Consejo por «la creciente dispari-
dad entre las normas del derecho
internacional humanitario y su apli-

cación» e instó al Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas a que
presentara recomendaciones, a
más tardar en septiembre de 1999,
sobre posibles medios por los que
el Consejo podría mejorar la pro-
tección de los civiles en los
conflictos armados, y promover la
aplicación eficaz de las normas del
derecho humanitario en vigor. El
Consejo de Seguridad celebra asi-
mismo la contribución permanente
del CICR en esos ámbitos.

2. Grupo de los ocho países
industrializados (G-8)

Desde 1994 el G-8 está examinan-
do la cuestión de las transferencias
ilícitas de armas. En la declaración
del grupo con ocasión de la Cum-
bre de Birmingham en mayo de
1998, se apoya a la iniciativa del
ECOSOC en favor de un instru-
mento internacional con fuerza
obligatoria para combatir el tráfi-
co ilícito de armas de fuego. Sin
embargo, hasta la fecha no se ha
abordado la cuestión de las vin-
culaciones entre las transferencias
lícitas e ilícitas de armas.

3. Grupo de países de ideas afi-
nes

Bajo los auspicios de Noruega y
Canadá, se reunió en Oslo, en ju-
lio de 1998, un grupo de 21 países
de ideas afines para examinar el
problema de la proliferación de
armas portátiles y ligeras así como
el tipo de medidas concertadas que
podrían tomar los gobiernos
concernidos. El grupo elaboró «An
International Agenda on Small Arms
and Light Weapons: Elements of a
Common Understanding» (Progra-
ma internacional sobre armas
portátiles y armas ligeras: elemen-

3. Informe del Grupo de Expertos Gubernamentales sobre armas pequeñas, Naciones Unidas, Doc. A/52/298, p. 2.
4. Informe definitivo de la Comisión Internacional de Investigación (Ruanda), Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas,

Doc. S/1998/1096, 18 de noviembre de 1998, p. 19 e Informe de la Comisión Internacional de Investigaciones (Ruanda),
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Doc. S/1996/195, p. 21.

5. Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Doc. S/PRST/1999/6.
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tos para un entendimiento común)6,
en el que se destaca la necesidad
de impedir las transferencias ilícitas
y de tomar medidas de control más
estrictas para las transferencias le-
gales. Esas medidas incluyen la
destrucción de los excedentes de
armas, el mejoramiento de los con-
troles fronterizos, la coordinación
de los esfuerzos para la aplicación
del derecho, el marcaje de las ar-
mas para ayudar en los esfuerzos
de rastreo y la aplicación de códi-
gos de conducta. La necesidad de
garantizar el respeto del derecho
internacional humanitario se señala
como una importante medida pre-
ventiva. El proyecto de este
documento de entendimiento co-
mún se envió a las capitales de los
países de los gobiernos participan-
tes para su aprobación y fue
publicado por Canadá y Noruega
en agosto de 1998.

4. Llamamiento a la Acción de Bru-
selas

Una conferencia internacional so-
bre «Desarme sostenible y desarrollo
sostenible» organizada por el mi-
nistro belga de la Cooperación
para el Desarrollo, el mes de octu-
bre de 1998, ha sido quizá la más
amplia reunión hasta la fecha de
los gobiernos interesados, las or-
ganizaciones no gubernamentales,
los encargados de mantener la paz
y los organismos internacionales.
La conferencia, que reunió a unos
400 delegados, colocó el proble-
ma de las armas portátiles y armas
ligeras en el contexto del desarro-
llo y de la reconstrucción
posconflicto. El Llamamiento a la
Acción de Bruselas, que se hizo al
final de esa reunión, presenta un
amplio programa de adopción de
medidas e investigación en el que
se destaca la necesidad de un en-

foque del desarrollo en el que se
dé prioridad a la seguridad, a la
desmovilización efectiva de los ex
combatientes, a la destrucción de
los excedentes de armas, y a la
cooperación regional e internacio-
nal a fin de fortalecer la capacidad
de las fuerzas policiales y de los
servicios aduaneros para impedir
las transferencias ilícitas de armas.

5. Laureados con el Premio Nobel
de la Paz

Desde 1996, Óscar Arias y un gru-
po de laureados con el Premio
Nobel de la Paz organizaron una
campaña internacional en favor de
un código mundial de conducta
que reglamentara las transferencias
de armas a nivel mundial7. El có-
digo permitiría la clasificación de
las transferencias de armas sobre
la base de una serie de criterios si-
milares a los adoptados por la
Unión Europea (véase a continua-
ción) pero considerablemente
ampliados:

· observancia de las normas in-
ternacionales de derechos
humanos y del derecho huma-
nitario;

· celebración de elecciones de-
mocráticas;

· adhesión a los embargos in-
ternacionales de armas y las
sanciones militares;

· compromiso de promover la
paz y la estabilidad regiona-
les;

· participación en el Registro de
Armas Convencionales de las
Naciones Unidas.

B. A nivel regionalB. A nivel regional

Muchos analistas creen que los
mecanismos regionales para el
control del tráfico de armas

portátiles pueden ser más eficaces
que amplias medidas a nivel
mundial que suelen ser de índole
general y voluntaria. El control del
tráfico de armas a través de las
fronteras requiere esfuerzos bilate-
rales o multilaterales para reforzar
las medidas de control de las ex-
portaciones e impedir los envíos
ilegales. Como se indica más ade-
lante, en varias regiones se están
llevando a cabo alentadoras ini-
ciativas al respecto.

1. Unión Europea

Tras la Segunda Guerra del Golfo,
el Consejo de Ministros de la Unión
Europea aprobó un conjunto de
directrices de ocho puntos no
vinculantes sobre las transferencias
de armas convencionales. Entre los
criterios a tener en cuenta antes de
hacer una transferencia8 figuran:

· la cuestión del respeto de los
derechos humanos en el país
de destino;

· la situación interna en el país
de destino y, en particular, si
existen tensiones o conflictos
armados internos;

· la conducta del país compra-
dor para con la comunidad
internacional, en particular su
actitud en relación con el te-
rrorismo, la índole de sus
alianzas y el respeto del dere-
cho internacional;

· la posibilidad de que el mate-
rial pueda ser utilizado para
fines distintos que los declara-
dos en el país comprador, o
reexportado bajo condiciones
no satisfactorias.

En 1997, la Unión Europea esta-
bleció un programa para impedir
y combatir las transferencias ilícitas
de armas. Este programa se com-

6. Norway Information, Ministerio de Relaciones Exteriores, Oslo, 1998.
7. La iniciativa del grupo de laureados con el Premio Nobel está coordinada por la Fundación Arias, San José, Costa Rica.
8. Véase especialmente Owen Greene, «Tackling light weapons proliferation: Issues and Priorities for the US», SaferWorld Report,

abril de 1997.
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plementó con un amplio código de
conducta para las transferencias
lícitas, aprobado en junio de 1998.
De conformidad con este código,
los Estados miembros se
comprometen a no conceder au-
torizaciones de exportación cuando
la conducta de los países recepto-
res no sea satisfactoria en los
ámbitos de derechos humanos, de
estabilidad regional, de desarrollo
sostenible y de respeto del derecho
internacional, incluido, tras pro-
puesta del CICR, el derecho
internacional humanitario. El Có-
digo de Conducta de la Unión
Europea se incluyó posteriormente
en una «acción conjunta» con fuer-
za obligatoria por parte de los
Estados miembros, en diciembre de
1998. La acción conjunta incluye,
además, el compromiso de prestar
asistencia concreta a los países en
desarrollo en sus esfuerzos para fre-
nar el tráfico de armas a través de
sus fronteras e internamente.

Una innovación de la política de
la Unión Europea fue la creación
de un mecanismo por el cual un
Estado que se niega a autorizar una
transferencia de armas deberá no-
tificar a los demás Estados
miembros de la Unión Europea esa
decisión, y todo Estado que exa-
mine esa misma petición deberá
consultar con el Estado que negó
la autorización antes de continuar
con la transacción. Aunque los cri-
terios de exportación de armas de
la Unión Europea pueden
interpretarse de diversas formas y
en el código no se prevé el grado
de transparencia pública y parla-
mentaria para las exportaciones,
que sus defensores hubieran desea-
do, se consideró un importante
mejoramiento de las normas de la
Unión Europea.

2. Organización de los Estados
Americanos

Bajo la presidencia de México y
Colombia, comenzaron las delibe-
raciones en 1996 sobre una
Convención de la OEA para ha-
cer frente a la agravación del
problema del tráfico ilícito de ar-
mas y sus vinculaciones con el
narcotráfico y las organizaciones
internacionales de delincuentes.
Con el apoyo de Estados Unidos,
a mediados de 1997, comenzó la
elaboración de una nueva conven-
ción de la OEA. En brevísimo
tiempo se concluyó la redacción de
la «Convención Interamericana
contra la Fabricación y el Tráfico
Ilícitos de Armas de Fuego, Muni-
ciones, Explosivos y Otros
Materiales Relacionados», que fue
firmada por 29 Estados en noviem-
bre de 1997. La Convención prevé
ciertas obligaciones: tomar medi-
das legislativas pertinentes a nivel
nacional, marcar las armas de fue-
go en el momento de su fabricación
e importación, establecer sistemas
eficaces de concesión de licencias
o autorizaciones de importación y
exportación, intercambiar informa-
ción pertinente acerca de los
comerciantes de armas y las rutas
que utilizan las organizaciones de
delincuentes, cooperar en las acti-
vidades de capacitación y en la
recopilación de información de in-
teligencia, proporcionar asistencia
mutua para la investigación y el
procesamiento de las actividades
ilícitas. Sin embargo, se ha expre-
sado la preocupación respecto de
si se dispondrá de los recursos ne-
cesarios para aplicar la
Convención; en muchos países será
necesario un largo proceso para
adaptar la legislación interna an-
tes de que el país pueda ratificar la
Convención.

3. Esfuerzos regionales en el mar-
co de las Naciones Unidas

En 1994 y 1995, las Naciones Uni-

das enviaron misiones de asesora-
miento a Malí y a la subregión del
Sáhara-Sahel Burkina Faso, Chad,
Costa de Marfil, Mauritania, Níger
y Senegal) para investigar las con-
secuencias a nivel nacional y
regional de la proliferación de ar-
mas portátiles y ligeras. Las misiones
estaban particularmente interesa-
das en los tipos de programas de
incentivos que serían eficaces en
África para retirar de circulación las
armas de fuego que poseía la po-
blación civil, así como en el nivel
de la seguridad personal que sería
necesario en esas sociedades para
poder aplicar los programas de
microdesarme con éxito. Además,
las misiones examinaron el tipo de
código de conducta que habría que
seguir con los países proveedores9.
Por otra parte, las Naciones Uni-
das establecieron un Fondo
Fiduciario para África central a fin
de poner freno a la proliferación
de armas portátiles y armas lige-
ras. Este Fondo está coordinado
por un Comité Consultivo Perma-
nente sobre cuestiones de
seguridad en África central, inte-
grado por 11 miembros.

4. Iniciativa de África occidental

Tras la misión de asesoramiento de
las Naciones Unidas mencionada
anteriormente, el gobierno de Malí
promovió una iniciativa en favor
de una moratoria sobre la fabrica-
ción y la importación de armas
portátiles entre los Estados de Áfri-
ca occidental. El objetivo de esta
moratoria era reforzar los propios
esfuerzos de Malí para retirar de
circulación y destruir los exceden-
tes de armas y reintegrar a los
excombatientes en el marco de un
acuerdo de paz firmado, en 1992,
por el gobierno con los grupos re-
beldes del Norte. Una importante
medida psicológica en este proce-
so fue quemar 3.000 de las armas

9. Véase Informe del Secretario General (A/150/391) acerca de la labor de la Junta Consultiva en Asuntos de Desarme, 30 de
agosto de 1995, p. 4.
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decomisadas en una fogata por la
paz, en marzo de 1996. En 1998,
en una reunión internacional en
Oslo (Noruega), sobre la morato-
ria propuesta, se reunieron
representantes de alto nivel de los
principales Estados de África occi-
dental, de los países de la Unión
Europea y de los miembros del
Acuerdo de Wassenaar (mediante
el cual 33 Estados pretendían
coordinar las medidas de control
para la exportación de armas)10.
Los Estados miembros de la Unión
Europea y del Acuerdo de
Wassenaar se comprometieron a
respetar la futura moratoria en Áfri-
ca occidental, y algunos de los
países participantes se comprome-
tieron a proporcionar recursos para
su aplicación. Una reunión de alto
nivel de la Comunidad Económi-
ca de África occidental declaró una
moratoria por un período de tres
años en una reunión en Abuja
(Nigeria), el 31 de octubre de
1998. La reunión también exhortó
a la Organización de la Unidad
Africana (OUA) y a las Naciones
Unidas a que promovieran mora-
torias similares en otras regiones de
África.

5. Plan de acción regional para
África meridional

En mayo de 1998, los países de la
Comunidad para el Desarrollo del
África Meridional (SADC) y la
Unión Europea, con el apoyo téc-
nico de varios institutos de
investigación europeos y
sudafricanos y de organizaciones
no gubernamentales, aprobaron
un Plan de Acción Regional para
África Meridional en el que figura
un programa detallado encamina-
do a que 1) se combatan las
transferencias ilícitas de armas, 2)

se retiren las armas que circulan
dentro de cada país y se destruyan
los excedentes de armas, 3) se for-
talezca la reglamentación de las
transferencias legales de armas y
4) se aumente la transparencia en
relación con la transferencia de
armas en la región y la coordina-
ción de los servicios de policía y
aduaneros para combatir las trans-
ferencias ilícitas. En un principio,
el Plan de Acción no estuvo acom-
pañado por la obligación de
proporcionar los recursos necesa-
rios para su aplicación. Sin
embargo, ha recibido el apoyo de
los gobiernos interesados y de los
organismos de la Unión Europea,
y se espera que también reciba fon-
dos de la «acción conjunta» sobre
armas portátiles establecida en di-
ciembre de 1998 por la Unión
Europea. Un marco conceptual que
permite esperar que la Unión Eu-
ropea proporcione fondos para
iniciativas que procuran controlar
el tráfico de armas portátiles fue la
ratificación, en 1998, de un «enfo-
que integrado para la seguridad y
el desarrollo», que permite prever
la utilización de fondos de desa-
rrollo para esfuerzos de las fuerzas
policiales y los servicios aduane-
ros destinados a controlar mejor e
intervenir en asuntos relacionados
con las armas, cuestión que fue
previamente motivo de considera-
ble controversia en los círculos de
desarrollo.

C. A nivel nacionalC. A nivel nacional

Muchos países aplican desde hace
tiempo medidas de control para la
exportación de las principales ar-
mas convencionales, de material
nuclear y otros materiales contro-
vertidos, así como para ciertas
tecnologías de doble finalidad (ci-

vil y militar). En el decenio de 1970,
la administración Carter promulgó
una ley para el control de las ex-
portaciones de armas a fin de
reglamentar las exportaciones mi-
litares de Estados Unidos. Canadá,
por su parte, puso en vigor una
política de control de la exporta-
ción aún más estricta en 1986. En
los dos países y en muchos otros,
las ventas de los organismos gu-
bernamentales y de las compañías
privadas deben satisfacer ciertos
criterios (en particular estar acom-
pañadas de un certificado en el que
se declara que las transferencias de
armas no tendrán efectos negati-
vos sobre el respeto de los derechos
humanos en el país receptor), a fin
de obtener las debidas licencias de
exportación. Sin embargo, a me-
nudo, se ha dado mayor prioridad
a las cuestiones de seguridad na-
cional que a las consideraciones
humanitarias al tomarse decisiones
relativas a las transferencias de ar-
mas.

Más recientemente, en 1995, hubo
intentos de unificar las diversas
políticas nacionales en el marco del
Acuerdo Wassenaar, que reempla-
zó el régimen COCOM11 que se
aplicaba durante el período de la
Guerra Fría12. En las disposicio-
nes del Acuerdo de Wassenaar se
incluyen tanto las armas de gran
calibre como de pequeño calibre.

Los compromisos concertados en
este contexto son importantes des-
de un punto de vista político pero
no tienen fuerza obligatoria.

A pesar de las grandes diferencias
de un país a otro, en cuanto a la
forma de vender y de transferir las
armas, se ejercen cada vez más
presiones para que las medidas de

10. Las actas de la reunión pueden solicitarse a: S. Lodgaard y C. Rønnfeldt, A Moratorium on Light Weapons in West Africa,
Instituto Noruego de Asuntos Internacionales, Oslo, 1998.

11. Comité de Coordinación para el Control de las Exportaciones de Productos Estratégicos. Este régimen, destinado a controlar
exportaciones de armas y de otros materiales relacionados a los países comunistas, dejó de aplicarse en 31 de marzo de 1994.

12. O. Greene, Launching the Wassenaar Agreement: Challenges for the New Arms Export Control Regime, SaferWorld, marzo de
1996.
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control se basen más firmemente
en criterios de derechos humanos.
En el Reino Unido, la Scott Inquiry,
que examinó las exportaciones bri-
tánicas de armas a Irak, recomendó
cambios importantes en las políti-
cas de exportación de armas
británicas que databan de los años
193013. El gobierno canadiense
también está examinando de nue-
vo sus políticas, en particular por
lo que respecta a la aplicación de
«una interpretación más estricta de
los criterios de derechos humanos,
incluido el aumento de los requisi-
tos de certificados de usuario final
y otras garantías a este respecto,
para reducir al mínimo el peligro
de que los equipos militares cana-
dienses puedan ser utilizados
contra la población civil»14.

En junio de 1997, tras años de
debates internos, la Cámara de
Representantes de Estados Unidos
aprobó una legislación en la que
se incluye un «Código de Conduc-
ta» para las transferencias de armas
basado en criterios de derechos
humanos y otros criterios. El Códi-
go exige que el presidente presente
una vez al año una lista de los
países que están autorizados a re-
cibir exportaciones de armas de los
Estados Unidos. Si el presidente
considera necesario enviar armas
a países que no figuran en la lista,
necesita una dispensa por parte del
Congreso. Esta legislación deberá
ser aprobada por el Senado de los
Estados Unidos y firmada por el
presidente antes de entrar en vi-
gor15.

Algunos países en desarrollo tam-
bién están aplicando directrices
nacionales más estrictas para la
venta y la transferencia de armas.
Un ejemplo interesante es Sudáfrica
que, en julio de 1995, aprobó una
nueva política que impone condi-
ciones a las transferencias de
armas a decenas de países que pa-
san por disturbios o donde se
registran violaciones de los dere-
chos humanos16. Las directrices
para las transferencias de armas
aprobadas en 1996 exigen que las
exportaciones de armas de
Sudáfrica pasen por una selección
en la que los criterios principales
son el respeto de derechos huma-
nos y las condiciones de seguridad
y sean aprobadas por un comité a
nivel ministerial cuyo presidente sea
un ministro que no tenga intereses
directos en relación con las trans-
ferencias de armas17. En febrero de
1999, Sudáfrica tomó una medida
aún más importante anunciando
que destruiría a partir de ese mo-
mento todos los excedentes de
armas para evitar que entraran en
circulación interna o internacional.
Al hacerlo, el gobierno expresó su
«seria preocupación por la prolife-
ración de armas portátiles que
tienen efectos devastadores en el
desarrollo socioeconómico y la re-
construcción de las sociedades en
África meridional»18. China tam-
bién publicó últimamente una
versión en inglés de su reglamento
para las exportaciones de armas
que entró en vigor en enero de
199819.

D. ResumenD. Resumen

Debido a que la mayor parte del
tráfico de armas ligeras comienza
con transferencias legales y termi-
na orientándose hacia mercados
ilícitos, el papel de los gobiernos
nacionales para hacer que se apli-
quen y sean más estrictas las
normas de exportación es de fun-
damental importancia. Es
necesario, en particular, que haya
una coordinación nacional más
eficaz tanto de las políticas nacio-
nales como de los esfuerzos de los
organismos encargados de hacer
cumplir las leyes. Existen actual-
mente enormes variaciones entre los
países por lo que respecta a los ti-
pos de armas que pueden venderse,
dentro del país o al extranjero, y
los tipos de armas que necesitan
autorizaciones de exportación.

Aunque las autoridades responsa-
bles de la política comienzan a
reconocer las consecuencias del
tráfico en masa de armas portáti-
les a todas las partes del mundo, y
que las iniciativas tomadas son
más bien alentadoras, se han adop-
tado relativamente pocas medidas
concretas para controlar las trans-
ferencias internacionales de armas
portátiles y ligeras. Contrariamen-
te a lo que ocurre con las medidas
de control que se aplican para las
armas nucleares y químicas y los
grandes sistemas de armamentos,
que requirieron decenas de años
para elaborarse, los esfuerzos para
controlar las armas portátiles y las
armas ligeras siguen siendo mo-
destos y provisionales.

13. E. Clegg, The Scott Report: Implications for UK Export Policy, SaferWorld Briefing, SaferWorld, Londres, marzo de 1996.
14. Foreign Minister Lloyd Axworthy, junio de 1996, véase «Light Weapons and National Legislation», sitio Internet: BASIC Project

on Light Weapons (http://www.basicint.org/).
15. D. Pace, «House Changes Weapons Sales Policy», Associated Press, 11 de junio de 1997. Esta política revisada prohíbe las

transferencias de armas de los Estados Unidos a países que no sean democráticos o que no respeten los derechos humanos,
pero permite al presidente que autorice transferencias «por razones de seguridad nacional».

16. Véase T. Robinson y J. Boutwell, «South Africa’s Arms Industry: A New Era of Democratic Accountability?», Armed Forces &
Society, 1996, pp. 613-614.

17. Defence in a Democracy: White Paper on National Defence for the Republic of South Africa, mayo de 1996.
18. Comunicado de prensa, Departamento de Relaciones Exteriores, ciudad del Cabo, 25 de febrero de 1999.
19. The Regulations of the People’s Republic of China on the Administration of Arms Export, Decreto del Consejo de Estado y de la

Comisión Militar Central, no. 234, 22 de octubre de 1997.
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También es importante observar
que la mayoría de los esfuerzos se
han centrado en los efectos que tie-
nen las transferencias de armas
para uso militar sobre los derechos
humanos y el desarrollo, aunque
su disponibilidad tenga enormes
consecuencias para el derecho in-
ternacional humanitario.

De hecho, el objetivo declarado de
la mayoría de las transferencias de
armas es permitir que el destinata-
rio pueda participar en un conflicto
armado. Así pues, aunque las gra-
ves violaciones del derecho
internacional humanitario también
representan violaciones de los de-
rechos humanos, es lamentable
que, del conjunto de códigos para
la exportación y de legislaciones
nacionales en vigor, de los que tie-
ne conocimiento el CICR, sólo el
Código de Conducta de la Unión
Europea menciona el respeto del
derecho internacional humanitario
como un criterio para tomar deci-
siones en relación con las
transferencias de armas.

El control de las armas portátiles y
ligeras no será un proceso fácil. El
tráfico de armas ligeras es un fe-
nómeno complejo, en el que
participan diversos tipos de agen-
tes, y el conocimiento que se tiene
de las complejas dinámicas dista
mucho de ser exhaustivo. También
es evidente que los enfoques tradi-
cionales de control de armas no se
adaptan al control de las armas
portátiles y las armas ligeras. Por
lo tanto, será necesario un gran es-
fuerzo creativo -con la participación
de muy diversos expertos, en
particular representantes guberna-
mentales, de la industria, los
servicios de policía y aduaneros,
de organizaciones de ayuda hu-
manitaria y grupos de derechos
humanos- para elaborar nuevos
enfoques y estrategias.

Un nuevo enfoque sería examinar
no sólo las medidas de control de
las transferencias de armas, sino
también de las municiones. Como
se menciona anteriormente, el tiem-
po de vida de muchas de las

decenas de millones de armas por-
tátiles y ligeras actualmente en
circulación, a reserva de que sean
mantenidas debidamente, puede
medirse en decenas años. Esas ar-
mas están actualmente diseminadas
por todo el mundo. En cambio,
parece ser que las fábricas de pro-
ducción de municiones pueden ser
identificadas mucho más fácilmente.
Según fuentes fiables, el tiempo de
vida de las municiones sería más
breve que el de la propia arma. Las
entidades no estatales pueden ser
reacias a aceptar el riesgo que en-
traña la producción casera de
municiones para la vida y los siste-
mas de armamentos. Por lo tanto,
los esfuerzos para limitar su dispo-
nibilidad podrían tener, en breve
plazo, importantes resultados.


